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    SALA LABORAL

          PEREIRA - RISARALDA


ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dieciocho de marzo de dos mil nueve                            
Acta N° 045 de marzo 18 de 2009
La Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira se reunió para proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por Jhon Harrison Mazo Díaz contra el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira y el Instituto de Seguros Sociales. 
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento.

Presenta el actor en la acción de tutela, los siguientes,
HECHOS

1- El señor Jhon Harrison Mazo Díaz, inició proceso laboral ordinario contra el Instituto de Seguros Sociales, correspondiéndole al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de la ciudad, quien condenó al pago de $12.414.749,12, además del pago de indemnización moratoria y de costas.
2- El tutelante se comunicó con el Instituto de Seguros Sociales, exigiéndole el pago de las acreencias laborales, obteniendo que se le consignara la suma de $36.715.808, para ser cancelada a través de un titulo judicial por el mencionado Juzgado.

3- Al solicitársele al Despacho referido la cancelación del titulo, se negó aduciendo el argumento de que el valor consignado no correspondía a la condena.

4- Al interponerse los recursos, el Juzgado indicó que se trataba de un auto de sustentación contra el cual no procedían.

5- Expresa que la posición del Despacho accionado constituye una vía de hecho, violatoria del derecho fundamental al debido proceso, pues no se trata de un proceso ejecutivo, sino de la entrega de un titulo judicial.

6- Se desconocen derechos laborales adquiridos, ya que después de afrontar un proceso judicial, tener sentencia favorable y luego de haber pasado más de 16 meses, la Juez ha impedido el cumplimiento de la sentencia.
DERECHOS VULNERADOS

Presentan como violados los derechos fundamentales contenidos en los artículos 29 – 48 – 53 y 58 de la Constitución Nacional.

PRETENSIONES

Ordenar al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, que autorice la entrega del titulo judicial N° 457030000229733 por la suma de $36.715.808, a favor del señor Jhon Harrison Mazo Díaz o quien lo represente judicialmente.
PRECEDENTES

Mediante reparto efectuado, le correspondió a este despacho la presente acción de tutela, folio 77, avocándose el conocimiento de la misma, fl. 78, ordenándose vincular al Instituto de Seguros Sociales y dándose un término de dos (2) días a los accionados para que se pronuncien respecto a los hechos en que se fundamenta la acción de tutela.
El Juzgado Tercero Laboral del Circuito, contestó la acción de tutela, diciendo que el depósito judicial se hizo por $36.715.808 y según sus cuentas el Instituto de Seguros Sociales pagó en exceso la cantidad de $5.832.875.

Expresa que: 

“No se trata pues de una simple arbitrariedad o de la vulneración al debido proceso la decisión tomada el pasado 17 de febrero del presente año, como lo trata de plantear el accionante, más bien es el resultado de asumir con responsabilidad las transacciones que se deben realizar con los depósitos judiciales a cargo del Juzgado, las cuales deben ser ejecutadas de tal manera que no puedan presentarse equívocos, que en un momento determinado puedan llegar a generar investigaciones disciplinarias de las que trata la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia.”  
CONSIDERACIONES

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Entre los derechos fundamentales alegados como violados, está el debido proceso, consagrado en el artículo 29 de la Constitución Nacional, el cual dice que “se aplicara a toda clase de actuaciones judiciales y administrativa.

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio …”

Están perfectamente demostrados los hechos a que alude esta acción de tutela.

En efecto a los folios 28 al 59, están las sentencias de primera y segunda instancia, en las cuales se condena al Instituto de Seguros Sociales al pago de las acreencias laborales.

Al folio 61, obra el auto proferido por el Juzgado Tercero Laboral, de fecha 21 de agosto de 2007, por medio del cual se está a lo dispuesto por el superior y se fijan agencias en derecho por la suma de $4.131.131, a cargo de la demandada en un 80%, fl. 62.

Al folio 68 obra la petición del señor Jhon Harrison Mazo Díaz a través de apoderado judicial, solicitando se ordene el pago del titulo judicial por $36.715.808, consignado por el Instituto de Seguros Sociales.

Por auto de fecha 17 de febrero de 2009, fl. 69, se niega la anterior solicitud, por no corresponder al valor consignado en la condena, “y en consecuencia se requiere a la entidad demandada a efectos de que especifique los valores cancelados el pasado 5 de febrero, una vez acreditados los mismos se procederá de conformidad.”

El 18 de febrero de 2009, el actor a través de apoderado judicial, interpone los recursos de reposición y en subsidio apelación, con el objeto de obtener la cancelación del titulo judicial. 

El Juzgado por auto de fecha febrero 24 de 2009, fl. 74, niega los recursos por considerar que contra los autos de sustanciación no proceden, ratificando lo dicho en cuanto a que se accede al pago del titulo, siempre y cuando el Instituto de Seguros Sociales “especifique los valores consignados y autorice la cancelación de los mismos.”

Estudiando ya en concreto el caso, tenemos que el empleador en este caso el Instituto de Seguros Sociales, tiene la obligación de cancelar las acreencias laborales a las que fue condenado.
Por ello consignó en el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, la suma de $36.715.808, con la cual quedaba saldada su deuda.

Como puede observarse la obligación del patrono es satisfacer la acreencia.

De otra parte de acuerdo con la ley, si se consigna a favor del trabajador, es deber del juez procurar que este reciba las sumas del titulo judicial, ya que de lo contrario se le violan al empleado sus derechos fundamentales, al debido proceso y al cumplimiento de los fallos judiciales.

En efecto, dice el artículo 84 de la Constitución Nacional, el cual tiene el carácter de derecho fundamental, lo siguiente:

“Cuando un derecho o una actividad hayan sido reglamentados de manera general, las autoridades públicas no podrán establecer ni exigir permisos, licencias o requisitos adicionales para su ejercicio.”

Aplicando este artículo tenemos, que la juez a quo violó el debido proceso al no entregar los dineros del titulo judicial, puesto que la ley no señala ningún requisito especial para tal efecto, y ella crea dos consistentes, en que el Instituto de Seguros Sociales, especifique los valores consignados y autorice la cancelación de los mismos.

De otra parte, si la sentencia de segunda instancia se dictó el 19 de julio de 2007, condenando al Instituto de Seguros Sociales y si a la fecha el tutelante no ha podido obtener el pago del mencionado titulo, es claro que se le han violado sus derechos fundamentales, entre ellos el cumplimiento de los fallos judiciales, impidiéndole el pago voluntario efectuado por el Instituto de Seguros Sociales y vulnerándose el artículo 29 de la Constitución Nacional.

Por ello es del caso absolver al Instituto de Seguros Sociales de todo cargo y condenar al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de la ciudad a que entregue los dineros consignados en el titulo así, al promotor de esta acción de tutela lo que corresponda de acuerdo a la liquidación que efectuará el Juzgado Tercero Laboral de la ciudad, con base en la condena impuesta por el Tribunal Superior de Pereira en sentencia de 19 de junio de 2007, radicación 2006-01033-01. Una vez efectuada la liquidación, si sobrare algún dinero, se le entregará al Instituto de Seguros Sociales.  
En virtud de todo lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución.

FALLA

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales del actor, correspondientes al debido proceso, artículo 29 de la C.N., el cumplimiento de los fallos judiciales y el artículo 84 de la misma, sobre prohibición de requisitos adicionales, y en consecuencia se ordena al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, la entrega del titulo judicial, de la siguiente forma: al promotor de esta acción de tutela, señor Jhon Harrison Mazo Díaz, lo que corresponda de acuerdo a la liquidación que efectuará el Juzgado Tercero Laboral de la ciudad, con base en la condena impuesta por el Tribunal Superior de Pereira en sentencia de 19 de junio de 2007, radicación 2006-01033-01. Una vez efectuada la liquidación, si sobrare algún dinero, se le entregará al Instituto de Seguros Sociales.
SEGUNDO: ABSOLVER al Instituto de Seguros Sociales de todo cargo.

TERCERO: NOTIFIQUESE a las partes esta decisión por el medio mas idóneo.

CUARTO: Si esta sentencia no fuere impugnada, remítase inmediatamente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
QUINTO: Copia de esta sentencia hágase llegar a la Juez Tercera Laboral del Circuito de Pereira.



Notifíquese y Cúmplase.


Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN


LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria.
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